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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.
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  INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE DEL  

ACTO LEGISLATIVO NO. 30 DE 2021 SENADO 
 

“Por el cual se modifica el artículo 249 de la Constitución Política de Colombia, se 
establece que el periodo del fiscal general de la nación será institucional, su elección 
se realizará a través de terna elaborada a partir de convocatoria pública y se dictan 

otras disposiciones” 
 
 
1. SÍNTESIS DEL PROYECTO 
 
El presente proyecto de Acto Legislativo es el resultado de una síntesis de diversos 
intentos de reforma de la elección del Fiscal General de la Nación, que guarda 
principios que desembocan y desarrollan el Estado Social de Derecho. Ante una postura 
en la que la Constitución es una carta política viviente que, en su decurso, se va 
desarrollando conforme a la axiología que la funda, el presente Acto Legislativo viene 
a irradiar las reglas de elección del Fiscal General de la Nación con base en dichos 
principios adoptados por el Congreso de la República en virtud de su función como 
constituyente secundario e interpretados por la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional. 
 
Concretamente, el presente proyecto propone las siguientes reformas respecto a la 
elección del Fiscal General de la Nación: 
 

1. Una convocatoria pública basada en principios de méritos, transparencia, 
publicidad, participación ciudadana y equidad de género. 

2. El establecimiento de periodos institucionales para el Fiscal General. 
3. El establecimiento de una inhabilidad para ejercer cargos de le elección popular 

hasta un (1) año después de dejar el cargo de Fiscal General. 
4. El establecimiento de una inhabilidad para ser ternado como Fiscal General por 

haber sido ministro, Director de Departamento Administrativo, 
Superintendente o Consejero Presidencial en el año anterior a la conformación 
de la terna. 
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5. Un régimen de transición, que fija el periodo del próximo fiscal electo hasta el 
30 de junio de 2025, a fin de coordinar los periodos del Fiscal General de la 
Nación y el Presidente de la República 

 
2. TRÁMITE DEL PROYECTO 
 
Origen: Congresional  
 
Autores de la iniciativa:  
 
H.S. Angélica Lozano Correa, Iván Luis Marulanda Gomez, Guillermo García 
Realpe, Jorge Eduardo Londoño Ulloa, Jorge Eliecer Guevara, Antonio Eresmid 
Sanguino Páez. 
 
H.R. José Daniel López, Juanita Maria Goebertus, César Augusto Ortiz Zorro, León 
Fredy Muñoz Lopera, Jose Luis Correa López, Mauricio Toro 
 
Proyecto publicado: Gaceta del Congreso número 166 de 2021. 
 
Trámite en el Senado de la República 1° vuelta 
 
Ponente Primer Debate: H.S: Angélica Lozano Correa. 
 
 
3. COMPETENCIA Y ASIGNACIÓN 
 
Conforme a lo expresado en el artículo 150 de la Ley 5ª de 1992, a través del Acta MD-
18 del 26 de marzo de 2021 fui designada ponente en primer debate del Proyecto de 
Acto Legislativo No. 30 de 2021 “Por el cual se modifica el artículo 249 de la 
Constitución Política de Colombia, se establece que el periodo del fiscal general de la 
nación será institucional, su elección se realizará a través de terna elaborada a partir de 
convocatoria pública y se dictan otras disposiciones”. 
 
4. OBJETIVO DE LA INICIATIVA LEGISLATIVA 
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La reforma que se presenta es de vital importancia porque cualifica la selección de la 
máxima cabeza de la entidad que persigue la sanción de los delitos en Colombia, sin 
desmedro de las facultades nominadoras que el Presidente de la República tiene en 
torno a su elección. Tan sólo, con esta propuesta de reforma constitucional, el 
Presidente podrá seleccionar la terna con base en el listado final de una convocatoria 
pública que reduce los aspirantes a aquellos que, a buen término, consigan los mejores 
resultados para tener la dignidad de Fiscal General de la Nación. De esta manera, la 
facultad del Presidente sigue siendo exclusiva y autónoma a la hora de construir la 
terna, pero no es absoluta, debido a los límites que la misma Constitución supone. 
 
Bajo esta misma lógica, se integra una prohibición expresa según la cual ningún 
miembro que haya integrado el gobierno nacional en el último año anterior a la 
conformación de la terna puede ser ternado para ser Fiscal General de la Nación, toda 
vez que con una disposición de este tipo quiere protegerse la autonomía e 
independencia del fiscal general de la nación respecto de las políticas del gobierno 
nacional. Si bien es comprensible que haya una colaboración constante entre las ramas 
del poder público del Estado, en todo momento debe garantizarse que el fiscal elegido 
no se convierta en una cuota política del ejecutivo, pues esto torpedearía la ejecución 
transparente que la Constitución Política establece para la máxima autoridad que 
impulsa la acción penal del Estado. 
 
Esto, en últimas, redunda en beneficio para la sociedad y el Estado, pues se mantiene 
la colaboración armónica entre los poderes que se ciñe del procedimiento para elegir al 
Fiscal. Pero, a su vez, se lograría que quien detente el cargo de Fiscal General de la 
Nación, tendrá alta probabilidad de tener las mayores competencias y cualidades 
necesarias para sobrellevar sus funciones constitucionales y legales, pues su selección 
no estaría sometida solamente a un examen que mide su conocimiento técnico y 
experiencia profesional, sino también a una evaluación que la misma sociedad pueda 
desarrollar sobre los candidatos, en virtud de la publicidad del proceso de selección así 
como del principio de participación ciudadana y transparencia, y del respeto del orden 
normativo durante la selección.  
 
Por su parte, es de suma importancia y pertinencia ajustar el periodo en que el Fiscal 
General de la Nación desempeña sus funciones si se quiere proteger de forma más 
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adecuada el principio de separación de poderes que funda la estructura del poder 
público en Colombia1.  
 
Siendo reconocida la separación de poderes como un elemento esencial para el ejercicio 
pleno de las libertades políticas en sociedades democráticas2, así como para poder 
predicar que una carta política tiene la dignidad de ser constitución3, se pretende 
comprender que una fórmula adecuada para garantizarla es a través del establecimiento 
de periodos institucionales de las máximas autoridades del Estado, de tal modo que no 
coincidan los periodos de los funcionarios electos con relación a los periodos de 
quienes los eligen. Esta disposición se da con el propósito de evitar que a partir de las 
gratitudes o lealtades que puede generar la elección, un funcionario intervenga en el 
ejercicio de las funciones del otro y, por tanto, afecte su independencia y, 
consiguientemente, la separación de poderes.  
 
Con base en lo anterior, mediante la prescripción de un Fiscal General de la Nación 
con periodo institucional con duración de cuatro años, que iniciaría en el tercer año de 
gobierno del Presidente que lo nominó, permite que el grado de incidencia del 
nominador sobre el trabajo del nominado sea menor; en otras palabras, posibilita que 
no sea instrumentalizada una institución como la Fiscalía General de la Nación, con 
facultades jurisdiccionales que pueden limitar los derechos de los acusados que 
investiga, con fines de orden político propios del agente nominador, sino que, al 
contrario, se exaltarían la independencia y autonomía con las que esta institución 
desempeña sus funciones. Para ello, el arreglo al que apunta la reforma constitucional 
es razonable, pues establece un régimen de transición por el cual el próximo Fiscal 
General de la Nación elegido en vigencia del acto legislativo, solamente ejerza sus 

 
1 Constitución Política de Colombia. Artículo 113. 
2 Al respecto, Montesquieu agregó: “todo estaría perdido si el mismo hombre, el mismo cuerpo de 
personas principales de los nobles o del pueblo, ejerciera los tres poderes: el de hacer las leyes, el de 
ejecutar las resoluciones públicas y el de juzgar los delitos o las diferencias entre particulares”. 
Montesquieu, C.-L. de S. (1950) Oeuvres completes, vol II. Citado en: Jaramillo, J.F., García, M. 
Rodríguez A. & Uprimny R. El derecho frente al poder. Surgimiento, desarrollo y crítica del 
constitucionalismo moderno. Editorial Universidad Nacional de Colombia. P. 571. 
3 Así lo ha reconocido el artículo 16 de la declaración de los derechos del hombre y del ciudadano de 
1789.  
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funciones hasta el 30 de junio del año 2025, con el fin de que el Fiscal elegido en 2025, 
empiece su periodo faltando un año para finalizar el periodo del Presidente que lo ternó. 
 
De esta manera, se encuentra que el proyecto de acto legislativo formulado persigue 
fines constitucionalmente reconocidos por la Constitución y la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional, además de tratarse de un proyecto modernizador arraigado al 
espíritu democrático que la Constitución establece en su artículo primero.  
 
De otro lado, el efecto positivo de esta reforma constitucional es la priorización del 
ejercicio adecuado del ius puniendi del Estado colombiano, como quiera que el Fiscal 
General de la Nación sería elegido tras un proceso en el cual sus conocimientos técnicos 
en derecho penal sumado a su experiencia profesional y demás criterios de méritos 
legalmente estatuidos, serían la base de la conformación de la terna, procurando, de esa 
manera, que su elección no tenga una dirección ideológica determinada o responda a 
algún tipo de arreglo político que pueda poner en grave riesgo el equilibrio de poderes. 
 
5. IMPORTANCIA DEL PROYECTO DE LEY 
 
Según la Corte Constitucional, el criterio de méritos es una pieza inescindible en la 
consolidación del Estado Social de Derecho, en razón a la igualdad, eficiencia en las 
funciones del Estado y el principio democrático que con él se desarrolla. Arguyó, 
además, que la meritocracia es un principio constitucional en razón a criterios 
históricos, conceptuales y teleológicos. Frente al componente histórico, la Corte afirmó 
que “(…) durante la historia del constitucionalismo colombiano se han planteado 
distintas reformas constitucionales y legales dirigidas a otorgar preeminencia al 
sistema de carrera administrativa como la vía por excelencia para el ingreso al 
servicio público, con el fin de eliminar las prácticas clientelistas, de “amiguismo” o 
nepotismo, acendradas en la función pública y contrarias al acceso a los cargos del 
Estado de modo equitativo, transparente y basado en la valoración del mérito de los 
aspirantes”4. También es principio de carácter conceptual por cumplir el doble 
propósito de (i) servir de estándar y método preferente para el ingreso al servicio 
público y (ii) conformar una fórmula interpretativa de las reglas que versen sobre el 
acceso a los cargos del Estado. Finalmente, es de carácter teleológico porque el 
principio de carrera cumple con una función articuladora de satisfacción de diferentes 

 
4 Corte Constitucional. Sentencia C-288 de 2014. Magistrado Ponente: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub 
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fines constitucionales5. De esa manera, es pacífica la posición de la autoridad intérprete 
de la Constitución al determinar que la meritocracia es el acceso adecuado a la función 
pública, y por la cual se desarrollan fines del Estado Social y Democrático de Derecho.   
 
Así mismo, el Acto Legislativo 02 de 2015 estableció que los servidores públicos que 
integran corporaciones públicas serán elegidos mediante convocatorias públicas 
regladas por la ley, en la que se fijarán requisitos y procedimientos que garanticen los 
principios de publicidad, transparencia, participación ciudadana, equidad de género y 
criterios de mérito para la elección. Estos principios son expresiones axiológicas 
devenidas de la fórmula política elegida por el constituyente primario, de tal suerte que 
hacerlas extensibles para la elección de altos funcionarios que ocupan funciones 
esenciales del Estado – como las propias del Fiscal General de la Nación- es un 
compromiso con la coherencia interna que guarda la Constitución Política de 1991, así 
como con la garantía de la efectividad de los principios, derechos y deberes 
consagrados en ella6.  
 
6. ALCANCE DEL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 

 
A continuación, haremos una mención breve del contenido de los principios que 
inspirarían la elección del Fiscal General de la Nación. 
 
Una convocatoria pública basada en principios de méritos, transparencia, publicidad, 
participación ciudadana y equidad de género 
 
En lo que respecta a la selección de funcionarios de la rama judicial, la Fundación para 
el Debido Proceso, DPLF, ha indicado que el buen funcionamiento del sistema de 
justicia es un elemento esencial para la existencia de una democracia efectiva, en la 
que existe una relación de pesos y contrapesos y se respeta el Estado de Derecho. En 
un documento de recomendaciones7, la DPLF señaló los elementos que deben 

 
5 Corte Constitucional. Sentencia C-533 de 2010. Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva 
6 Constitución Política de Colombia. Artículo 2. 
7 Ver Fundación para el Debido Proceso (2014). Lineamientos para una selección de integrantes de 
altas cortes de carácter transparente y basada en los méritos. DPLF. 
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caracterizar los procesos de selección de integrantes de las altas cortes, aplicables a 
nuestro parecer, al caso del Fiscal General, cabeza de la Fiscalía General de la Nación, 
institución que hace parte de la Rama Judicial. Dentro de los requisitos mínimos se 
establecen: 1. Las entidades a cargo de la preselección deben ser autónomas. 2. El perfil 
debe ser claro y hallarse previamente establecido. 3. El proceso de selección y 
evaluación debe estar claramente definido, así como la responsabilidad de cada actor 
participante. 4. Las entidades participantes en la selección deben tener mecanismos de 
recepción de observaciones, las cuales deben ser investigadas. 5. Se deben realizar 
audiencias públicas con postulantes para evaluar sus capacidades. 6. La entidad a cargo 
de la preselección debe motivar su elección final. 
 
De esta manera, el presente proyecto de acto legislativo contempla la posibilidad de 
mantener un orden institucional democrático, en el cual el sistema de pesos y 
contrapesos se mantendría en equilibrio, toda vez que el Presidente de la república no 
perdería sus facultades nominadoras en la medida que, dentro de un número reducido 
de aspirantes con altas calidades para detentar el cargo de Fiscal General de la Nación, 
puede seleccionar a tres para que finalmente la Corte Suprema de Justicia decida. En 
ese sentido, la participación del presidente de la república en la elección no sería 
insustancial, pues seguiría habiendo un margen de decisión importante, pero con la 
enorme ventaja de poder estar eligiendo solamente a partir del resultado de la 
aplicación de criterios objetivos de méritos, que, como se ha insistido, asegura el 
fortalecimiento de un Estado democrático de Derecho. Por eso es de suma relevancia 
que no puedan introducirse nombres sobre el listado de los ternados si no participaron 
dentro de la convocatoria pública de conformación de terna, pues eso sería un traslape 
sobre la transparencia del proceso.  
 
Ahora bien, aunado al principio meritocrático extensamente evaluado y requerido atrás, 
el presente proyecto es bondadoso en traer a cuento otros principios constitucionales 
indispensables para conseguir un proceso de selección democrático como son el de (i) 
transparencia, (ii) publicidad, (iii) participación ciudadana y (iv) equidad de género. Si 
bien todos estos, de acuerdo con el parágrafo transitorio 1 de la propuesta normativa, 
son prescripciones que desarrollará el gobierno nacional a través de un proyecto de ley 
estatutaria que radicará en el Congreso de la República, la Corte Constitucional se ha 
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referido a ellos en diferentes ocasiones para exaltar su ostensible valor democrático y 
su núcleo interpretativo conforme a la carta política. 

 
Con base en lo anterior, encontramos afín y concordante con los fines del Estado Social 
de Derecho y la axiología de la Constitución Política de 1991 que la elección de las 
máximas autoridades del Estado, como el Fiscal General de la Nación, tenga intrínseco 
un proceso abierto al público que esté conformado por reglas que permitan un acceso 
paritario por criterios de mérito ponderados y de género, así como sea uno en el cual 
sean transparentes y publicables la información relevante de los aspirantes para que, de 
forma libre y participativa, la ciudadanía pueda controlar que la conformación del 
listado sea respetuosa de las prescripciones constitucionales.  

 
El periodo institucional del Fiscal General de la Nación 
 
De otro lado, y como ya se ha esbozado, establecer un periodo institucional para el 
Fiscal General de la Nación es una medida que fortalece el elemento “neutralizador” 
de la división de poderes en Colombia, esto es, el sistema de frenos y contrapesos. Una 
de las formas de manifestación del sistema de frenos y contrapesos tiene que ver con 
la elección de los cargos del Estado, en donde a menudo intervienen diferentes 
funcionarios de diferentes ramas del poder, aspecto que se incorporó en el 
constitucionalismo colombiano y que en la Constitución vigente se evidencia, por 
ejemplo, en la elección del Fiscal General de la Nación, en cuya elección interviene el 
Presidente de la República y la Corte Suprema de Justicia, parte de la rama ejecutiva y 
judicial, respectivamente.  
 
Otro de los mecanismos utilizados para asegurar el sistema de frenos y contrapesos 
tiene que ver con la no coincidencia de los periodos de los funcionarios electos con 
relación a los periodos de quienes los eligen, con el propósito de evitar que a partir de 
las gratitudes o lealtades que puede generar la elección, un funcionario intervenga en 
el ejercicio de las funciones del otro y, por tanto, afecte su independencia. 
Es así que este proyecto de acto legislativo es conveniente al procurar que el periodo 
del Fiscal General de la Nación no coincida mayoritaria o totalmente con el de su 
nominador, el Presidente de la República, resultado que es perfectamente posible si el 
periodo del primero es personal y no institucional. Entre otras razones, porque la 
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Fiscalía General de la Nación es competente para la investigación y acusación de altos 
funcionarios del Gobierno nacional. No es sano que el máximo responsable de esta 
entidad haya sido ternado por el jefe de Estado, quien es superior jerárquico de estos 
altos funcionarios, susceptibles de persecución penal por parte del órgano investigador.  
 
Cabe aclarar que el problema de independencia se presentaría con respecto al 
Presidente de la República y no con relación a la Corte Suprema de Justicia, también 
interviniente en el proceso de elección, al ser este último un órgano colegiado 
conformado por integrantes con periodos personales, que pueden coincidir o no con el 
periodo del Fiscal General de la Nación en cuya elección han participado. 
 
 
En este orden de ideas, el presente proyecto de acto legislativo busca que el periodo 
del Fiscal General de la Nación no coincida con el periodo del Presidente de la 
República que participó en su elección, proponiéndose que sea electo a finales del 
tercer año de mandato del Presidente de la República, de forma tal que ejerza sus 
funciones durante un (1) año coincidente con el periodo del Presidente que participa en 
su elección y tres (3) años con respecto al Presidente electo sucesivamente. 
 
Régimen de transición 
 
Finalmente, y a fin de coordinar los periodos del Fiscal General de la Nación y el 
Presidente de la República de acuerdo a los términos fijados previamente, esto es, que 
el Fiscal sea electo a finales del tercer año del mandato del Presidente de la República, 
se establecerá un régimen de transición, indicándose que el primer Fiscal General de la 
Nación en ser elegido en propiedad luego de la entrada en vigencia de este Acto 
Legislativo, tendrá un periodo que concluirá el 30 de junio del año 2025. Lo anterior 
en virtud de lo señalado por la Corte Constitucional en sentencia C-166 de 2014, donde 
indicó que “Contrario sensu, si el Acto Legislativo hubiese tenido por objeto modificar 
el periodo del Fiscal General, tendría que haber planteado una regla de transición 
similar a la expuesta, con el fin de regular el tránsito normativo derivado de la 
enmienda”. 
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Esta medida no solamente es necesaria sino que ya ha sido previamente usada, pues la 
promulgación del Acto Legislativo 01 de 2003, por la cual se adoptó una reforma 
política constitucional respecto del Registrador Nacional del Estado Civil y miembros 
del Consejo Nacional Electoral, se adoptó un régimen de transición que no generara 
accidentes en el cambio normativo respecto de los periodos en los que dichos 
funcionarios ejercen sus funciones. 
 
7. CONFLICTO DE INTERESES – ARTÍCULO 191 LEY 5 DE 1992 
 
En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 291 de la ley 5 de 1992, modificado por 
la ley 2003 de 2019, indicaré las circunstancias o eventos que potencialmente pueden 
generar un conflicto de interés para los honorables congresistas que discutan y decidan 
el presente proyecto de acto legislativo.  
 
Considero que bajo ninguna razón se constituye un conflicto de interés sobre algún 
parlamentario, toda vez que la presente reforma busca hacer modificaciones de orden 
institucional que afectan la elección del Fiscal General de la Nación, sin que por ella 
se constituya algún beneficio actual, directo y particular. Como ha señalado la Corte 
Constitucional, por regla general, los actos legislativos no constituyen conflictos de 
interés. Sobre este asunto, afirmó el tribunal constitucional en sentencia C-1040 de 
2005:  
 

“la regla general es que no cabe plantear impedimentos o recusaciones por 
conflicto de intereses con motivo del trámite de una reforma constitucional; 
estas figuras únicamente son procedentes en casos excepcionales en los que 
aparezca claramente demostrada la existencia de un interés privado 
concurrente en cabeza de un miembro del Congreso. Como por regla general 
las reformas constitucionales afectan por igual a todos los colombianos, 
independientemente de su condición o no de parlamentario, es inusual que 
algún congresista se encuentre particularmente privilegiado o perjudicado por 
un acto legislativo, y que, por lo mismo, de él se predique un conflicto de 
intereses. No se deben confundir, de un lado, los intereses políticos -inevitables 
en el ámbito parlamentario y sobre todo cuando se trata de reformar la 
Constitución- los cuales pueden concurrir con los intereses generales, con los 
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denominados intereses meramente privados que, de otro lado, sí están 
excluidos por la figura del conflicto de intereses -tales como los intereses 
económicos particulares del congresista o los intereses meramente personales 
y subjetivos de orden no político-. De admitirse que los intereses políticos a 
favor o en contra de una reforma constitucional inhiben a los congresistas de 
participar en su tramitación, muchas normas de la Carta se tornarían 
irreformables o pétreas, como por ejemplo todas las normas sobre el Congreso 
de la República, las elecciones, los partidos, la relación entre el gobierno y la 
oposición y las entidades territoriales”8. 

 
La aprobación del presente proyecto de acto legislativo sería un avance para la 
consolidación del Estado Social de Derecho, pues se modernizaría la elección del Fiscal 
General de la Nación conforme a principios democráticos, participativos y equitativos, 
y en el cual, el pivote de la selección de la lista son los criterios de méritos ponderados 
sobre intereses políticos o de orden individual que puedan romper con el equilibrio de 
poderes. 
 
8. CONSIDERACIONES DE LA PONENTE 
 
Antes de la expedición de la Constitución Política de 1991, existían en el organigrama 
constitucional de la Constitución de 1886, funcionarios que integraban el Ministerio 
Público, que tenían como obligación “perseguir los delitos y contravenciones que 
turben el orden social”. Asimismo, dentro de la rama judicial, existían jueces de 
instrucción penal que tenían como función la elaboración de toda la investigación y 
acusación sobre los sindicados de vulnerar los bienes jurídicos tutelados protegidos en 
el estatuto penal. Este entramado institucional generó perplejidades sobre las 
competencias y alcances que cada uno de los funcionarios tenían en torno al desarrollo 
de la acción penal en cabeza del Estado, pues no se lograba distinguir si tal función era 
competencia de un órgano que en ese momento pertenecía a la rama ejecutiva del 
Estado -en este caso, el Ministerio Público – o si pertenecía a la rama judicial, que 

 
8 Corte Constitucional De Colombia. Sentencia C-1040 De 2005. Magistrados Ponentes: Manuel José 
Cepeda Espinosa, Rodrigo Escobar Gil, Marco Gerardo Monroy Cabra, Humberto Antonio Sierra Porto, 
Álvaro Tafur Galvis, Clara Inés Vargas Hernández. 
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administra justicia y goza de principios de meritocracia e independencia en su 
conformación y actuación. 
 
No fue sino hasta que la Corte Suprema de Justicia, en un histórico fallo de 1969, 
determinó que los jueces de instrucción criminal cumplían funciones jurisdiccionales, 
y, por tanto, administran justicia, al tomar decisiones que pueden limitar los derechos 
de los sindicados en el curso de la investigación penal9. El tenor de esta discusión se 
extendió a la Asamblea Constituyente de 1991, pues en ella se inquirió sobre el estatus 
orgánico de la Fiscalía General de la Nación, quienes tenían las mismas funciones de 
los anteriores jueces de instrucción criminal. Tras los debates, el constituyente primario 
resultó por situarla como un órgano de la rama judicial10 por tener verdaderas funciones 
de administración de justicia, recayendo, así, los principios de independencia y 
autonomía en sus actuaciones11. Asimismo, es característico de la rama judicial que su 
conformación esté construida con base en el principio de meritocracia que irradia el 
artículo 125 de la Constitución Política de 1991, por la cual se establece que el régimen 
general de contratación de los empleados públicos que integran las entidades del Estado 
será por concurso de méritos, con algunas excepciones12. De esta manera, el fin último 
de la meritocracia en el acceso a la función pública, y en particular en la rama 
judicial, es que el Estado pueda “contar con servidores cuya experiencia, 
conocimiento y dedicación garanticen, cada vez con mejores índices de resultados, su 
verdadera aptitud para atender las altas responsabilidades confiadas a los entes 
públicos, a partir del concepto según el cual el Estado Social de Derecho exige la 
aplicación de criterios de excelencia en la administración pública13. 
 
Con base en lo anterior, hay un principio indisoluble a la pertenencia a la rama judicial 
y es el acceso a los cargos a través de los méritos en razón a que en él se administran 
derechos de terceros, los cuáles requieren de las suficientes competencias técnicas, 

 
9 Cancino, A. (2002) “La fiscalía general de la Nación: evolución histórica y análisis crítico”. Editorial 
Colegio de abogados penalistas de Bogotá y Cundinamarca. P.51-52 
10 Constitución Política de Colombia. Artículo 116. 
11 Corte Constitucional. Sentencia C-232 de 2018. Magistrado Ponente: Alejandro Linares Cantillo 
12 El artículo 125 de la Constitución Política de Colombia establece como excepciones a la elección por 
méritos a los cargos de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de trabajadores 
oficiales y los demás que determine la ley 
13 Corte Constitucional. Sentencia SU-446 de 2011. Magistrado Ponente: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub 
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aptitudes y conocimientos que solamente una convocatoria pública construida con 
criterios de méritos puede vislumbrar. De tal suerte que, para este caso, la construcción 
de la terna para elegir Fiscal General de la Nación a través de un proceso de selección 
construido con criterios de méritos ponderados es una respuesta a una prescripción 
constitucional establecida en el artículo 125 de la Constitución Política y en la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional que ha señalado éste como un elemento 
básico de la rama judicial.  
 
Además, el mérito, la transparencia, la equidad de género y la publicidad son elementos 
característicos del proceso de selección de funcionarios en estados democráticos, al 
contrario de lo que sucede en Estados monárquicos y absolutistas, de manera que con 
base en estos principios, no se estaría haciendo sino una reproducción del principio 
democrático establecido en la carta política, pues se abre la posibilidad de que todos 
aquellos con potencialidad de superar los requisitos técnicos, profesionales, legales y 
constitucionales puedan participar en el proceso de conformación de posibles ternados 
por el Presidente de la República.  
 
Han sido varias las ocasiones en que se ha propuesto que el proceso de selección del 
Fiscal General de la Nación se guíe por criterios de mérito14, como lo establece el 
artículo 126 de la Constitución Política de 1991, así como la instauración de un periodo 
institucional que garantizaría mayor equilibrio e independencia entre los poderes. De 
tal suerte que, mediante este proyecto se reanima una voluntad que ha tratado de 

 
14 Véase los siguientes proyectos: PAL 22 de 2019 Senado – 107 de 2019 Cámara (Alianza Verde, 
Cambio Radical, Polo Democrático Alternativo, Partido de la U, Partido Conservador), PAL 37 de 2019 
Senado (Partido Cambio Radical, Partido de la U), PAL 22 de 2018 Senado (Partido Centro 
Democrático), PAL 21 de 2018 Senado (Ministra del Interior y Ministra de Justicia), PAL 17 de 2018 
Senado (Partido Cambio Radical y Partido de la U), PAL 04 de 2014 Cámara (Partido Alianza Verde y 
Partido Polo Democrático), PAL 12 de 2014 Senado (Partido Alianza Verde y Partido Polo 
Democrático), PAL 104 de 2012 Cámara (Partido de la U, Partido Conservador, Partido Liberal y Partido 
Centro Democrático), PAL 25 de 2010 Cámara (Ministro del Interior y de Justicia), PAL 12 de 2006 
Senado (Partido Liberal Colombiano), PAL 240 de 2004 Cámara (Cambio Radical, Partido 
Liberal, Partido Polo Democrático, Partido de la U), PAL 161 de 2002 Cámara (Partido Liberal, Partido 
Cambio Radical, Partido de la U), PAL 136 de 2002 Cámara, 007 de 2002 Senado (Partidos de la U, 
Conservador Colombiano, Polo Democrático Alternativo, Convergencia Ciudadana, Liberal, 
Movimiento Libres, Movimiento Convergencia Popular Cívica), PAL 04 de 2000 Senado (Partido de la 
U, Partido Cambio Radical, Partido Liberal, Movimiento Colombia Mi País, Movimiento Verde-
Oxígeno), PAL 77 de 1998 Cámara (Movimiento Nacional Progresista, Partido Nacional Cristiano, 
Partido de la U, Partido Liberal, Partido Cambio Radical). 
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impulsar en diferentes ocasiones el legislador respecto a la modernización de la 
elección de la máxima autoridad del Estado que tiene a su cargo la investigación e 
instrucción del proceso penal. 
 
A pesar de los intentos infructuosos en los que el legislador ha impulsado reformas 
respecto a la elección del fiscal general de la nación y el tipo de periodo para el ejercicio 
de sus funciones, no se agotaron los recursos jurídicos para lograr cambios sustanciales 
en la elección de este cargo público.  
 
De esta manera, existen suficientes motivos de orden constitucional que indican la 
necesidad de hacer una reorganización institucional que conlleve a que la elección del 
Fiscal General de la Nación sea el resultado de una convocatoria pública en la que los 
méritos, la transparencia, la independencia y autonomía de sus funciones sean 
protegidos de cualquier abuso o instrumentalización política de su nominador. 
 
 

PROPOSICIÓN 
 
 
De acuerdo con las consideraciones anteriores, se propone a la Comisión Primera del 
Senado de la República dar primer debate al Proyecto de Acto Legislativo No. 30 de 
2021 Senado, “Por el cual se modifica el artículo 249 de la Constitución Política de 
Colombia, se establece que el periodo del fiscal general de la nación será institucional, 
su elección se realizará a través de terna elaborada a partir de convocatoria pública y 
se dictan otras disposiciones”, de conformidad con el texto radicado. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
ANGÉLICA LOZANO CORREA 
Senadora de la República 
Alianza Verde 
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Bogotá D.C, 05 de abril de 2021 
 
Doctor 
MIGUEL ÁNGEL PINTO HERNÁNDEZ 
PRESIDENTE 
Comisión Primera  
Senado de la República  
Ciudad,  
 

 
REF: Informe de Ponencia para primer debate Proyecto de Ley No. 67 
De 2020 Senado “por medio de la cual se restablece el derecho al 
sufragio para las personas privadas de la libertad”. 

  
 

SÍNTESIS DEL PROYECTO                                           
 
A través de este proyecto de ley se habilita a las personas condenadas a 
conservar el derecho a elegir a través del ejercicio del derecho al sufragio en 
las elecciones a cargos y corporaciones públicas de elección popular.   
  

TRÁMITE DEL PROYECTO 
 
Origen:   Congresional.  
Autores: Senador José Ritter López  
Proyecto Publicado: Gaceta 594 de 2020. 
 

COMPETENCIA Y ASIGNACIÓN DE PONENCIA 
 
Conforme a lo expresado en el artículo 150 de la Ley 5ª de 1992, mediante 
comunicación de fecha 19 de septiembre de 2020 y notificada el mismo día, 
fui designado ponente del Proyecto de Ley No. 67 De 2020 Senado “por 
medio de la cual se restablece el derecho al sufragio para las personas 
privadas de la libertad”. 
  
 

ESTRUCTURA DE LOS PROYECTOS 
 
El Proyecto de Ley No. 67 tiene cuatro (4) artículos, descritos a continuación:  
 
Artículo 1º.  Consagra el objeto del Proyecto que consiste en restablecer 

el derecho al sufragio de las personas condenadas. 
Artículo 2º. Establece que las personas condenadas tendrán derecho a 

ejercer el derecho al sufragio por el tiempo que dure la 
condena y en forma posterior al cumplimiento de la misma. 
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Artículo 2º. 
(sic) 

Corresponde al artículo 3º y modifica el artículo 44 de la Ley 
599 de 2000 eliminando la expresión elegir en lo que tiene 
que ver con la inhabilitación para el ejercicio de derechos y 
funciones públicas. 

Artículo 3º. 
(sic) 

Corresponde al artículo 4º y consagra la vigencia. 

 
 

CONSIDERACIONES GENERALES 
 

En las conquistas históricas de los derechos, reconocidos como derechos humanos, 
en el marco del derecho internacional y como derechos fundamentales en los 
ordenamientos jurídicos internos, una de las más importantes ha sido el derecho a 
elegir, esta facultad que tienen los ciudadanos que viven en sociedades 
democráticas y que es uno de los derechos civiles y políticos, que se denominan 
como derechos de libertad,  solo puede ser limitada bajo estrictas consideraciones 
que correspondan a sanciones proporcionales al daño causado y la correspondiente 
sanción impuesta.  
 
Dentro de la función resocializadora de la pena está implícito el concepto de 
reintegración del individuo en la sociedad, razón por la cual, limitar dentro del 
ejercicio de sus derechos y funciones públicas, el derecho elegir, no resulta 
proporcional desde el punto de vista de la necesidad en relación con el cumplimiento 
de los fines de la pena.  
 
Esta iniciativa, puesta a consideración de la Comisión Primera del Senado de la 
República, busca restablecer el derecho al voto de las personas privadas de la 
libertad que han sido condenadas, por cuanto actualmente solo gozan de este 
derecho las personas procesadas. Esta limitación solo se justifica frente a los delitos 
que atentan contra dos bienes jurídicos tutelados, contra la participación 
democrática y contra la administración de justicia, en los demás casos no se 
considera necesaria, ni idónea su imposición.  
 
Teniendo en cuenta además, que en el marco del Estado Social de Derecho, cobra 
especial importancia el principio democrático, las restricciones a los derechos 
políticos se deben hacer solo bajo estrictas condiciones de racionalidad y 
razonabilidad, más aún cuando lo que se busca con la imposición de la 
correspondiente sanción, no es solo retribuir el daño causado, sino sobre todo 
cumplir con los criterios de prevención general y prevención especial, 
estrechamente relacionados con la función resocializadora de la pena.  
 
Valga la pena recordar lo establecido por la Corte Constitucional en la sentencia T- 
143 de 2017, en relación con los derechos de las personas privadas de la libertad:  
 

La regla entonces en la materia se orienta a establecer que aunque la 
condición de prisionero determina una drástica limitación de los derechos 
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fundamentales, dicha limitación debe ser la mínima necesaria para lograr el 
fin propuesto. Toda limitación adicional debe ser entendida como un exceso 
y, por lo tanto, como una violación del tales derechos. La órbita de los 
derechos del preso cuya limitación resulta innecesaria, es tan digna de 
respeto y su protección constitucional es tan fuerte y efectiva como la de 
cualquier persona no sometida a las condiciones carcelarias. Los derechos 
no limitados del sindicado o del condenado, son derechos en el sentido pleno 
del término, esto es, son derechos dotados de poder para demandar del 
Estado su protección. 

 
De conformidad con esta interpretación del alto tribunal constitucional, la 
modificación que propone esta iniciativa legislativa resulta adecuada bajo el 
principio de la función resocializadora de la pena y la limitación mínima que en sus 
derechos deben tener las personas privadas de la libertad, más aún en tratándose 
de derechos fundamentales.  
 
CONCEPTO POSITIVO DEL CONSEJO DE POLÍTICA CRIMINAL  
 
A través Concepto No 23.2020, el Consejo de Política Criminal emitió concepto 
positivo frente a esta iniciativa, tomando en cuenta principalmente que es una 
medida cuya fundamentación principal estriba en la función resocializadora de la 
pena, adicional a esto, el Consejo sugiera unas modificaciones específicas que son 
acogidas por el ponente y serán descritas en el correspondiente pliego de 
modificaciones. 
 
CONFLICTO DE INTERESES   

 
De conformidad con la ley 2003 de 2019, que reformó la ley 5 de 1992 en lo relativo 
al régimen de conflicto de interés de los congresistas, se señala que esta propuesta 
legislativa se enmarca dentro de las causales de ausencia de conflicto de interés, 
específicamente la prevista en el literal a “a) Cuando el congresista participe, 
discuta, vote un proyecto de Ley o de acto legislativo que otorgue beneficios o 
cargos de carácter general, es decir cuando el interés del congresista coincide o se 
fusione con los intereses de los electores.”, dado que tiene por propósito exclusivo 
consagrar  medidas encaminadas a permitir el ejercicio del derecho al sufragio de 
las personas privadas de libertad a través de la reforma a los artículos del código 
penal que imponen como pena accesoria la limitación del derecho al sufragio. 

 
No obstante, se recuerda que la descripción de los posibles conflictos de interés 
que se puedan presentar frente al trámite del presente proyecto de ley, conforme a 
lo dispuesto en el artículo 291 de la ley 5 de 1992, no exime al Congresista de 
identificar causales adicionales  y de carácter individual. 
 
 
  

PLIEGO DE MODIFICACIONES  
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TEXTO RADICADO TEXTO MODIFICADO JUSTIFICACIÓN 

Artículo 2: Derecho al sufragio de 
las personas recluidas en 
situación jurídica de condena.- 
Las personas privadas de la 
libertad en calidad de 
condenados, tendrán derecho a 
sufragar en todos los procesos 
electorales que se adelanten 
durante el tiempo que dure su 
condena y aun cuando la hayan 
cumplido. 

Artículo 2: Derecho al sufragio de 
las personas condenadas a pena 
privativa de la libertad.- Las 
personas privadas de la libertad 
en calidad de condenados, 
tendrán derecho a sufragar en 
todos los procesos electorales que 
se adelanten durante el tiempo 
que dure su condena y aun 
cuando la hayan cumplido. 
  
En el caso de los delitos contra 
los mecanismos de 
participación democrática y 
contra la administración 
pública se mantendrá la 
inhabilidad del derecho a elegir 
durante el tiempo que dure la 
condena. 

De conformidad con la 
recomendación del Consejo 
de Política Criminal 
Concepto No 23.2020 y  de 
conformidad con lo 
establecido en el artículo 52 
de la Ley 599 de 2000, la 
limitación del derecho a 
elegir se mantendrá para los 
bienes jurídicos de la 
participación democrática y 
la administración pública por 
el término que dure la 
condena a la pena principal.  

Artículo 2. Modifíquese el artículo 
44 de la ley 599 de 2000 el cual 
quedará así: 
  
“ARTICULO 44. La inhabilitación 
para el ejercicio de derechos y 
funciones públicas. La pena de 
inhabilitación para el ejercicio de 
derechos y funciones públicas 
priva al penado de la facultad de 
ser elegido, del ejercicio de 
cualquier otro derecho político, 
función pública, dignidades y 
honores que confieren las 
entidades oficiales.  

Artículo 2 3. Modifíquese el 
artículo 44 de la ley 599 de 2000 
el cual quedará así: 
  
“ARTICULO 44. La inhabilitación 
para el ejercicio de derechos y 
funciones públicas. La pena de 
inhabilitación para el ejercicio de 
derechos y funciones públicas 
priva al penado de la facultad de 
ser elegido, del ejercicio de 
cualquier otro derecho político, 
función pública, dignidades y 
honores que confieren las 
entidades oficiales. 
 
En el caso de los delitos contra 
los mecanismos de 
participación democrática y 
contra la administración 
pública, la inhabilitación para el 
ejercicio de derechos y 
funciones públicas priva 
también al penado del derecho 
a elegir por el término de 
duración de la pena principal. 

Se corrige la numeración del 
artículo.  
 
En el mismo sentido del 
artículo 2º, se excluyen los 
delitos contra la 
participación democrática y 
la administración pública por 
el término de duración de la 
pena principal.  

 Artículo 4º. Modifíquese el artículo 
57 de la Ley 65 de 1993, así: 
 

Se reiteran las prohibiciones 
del Código Penitenciario en 
relación con el proselitismo 
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Artículo 57. Voto de los privados 
de la libertad. Los privados de la 
libertad, procesados o 
condenados, si reúnen los 
requisitos de ley podrán ejercer el 
derecho al sufragio en sus 
respectivos centros de reclusión. 
La Registraduría Nacional del 
Estado Civil facilitará los medios 
para el ejercicio de este derecho. 
 
 Se prohíbe el proselitismo político 
al interior de las penitenciarías y 
cárceles, tanto de extraños como 
de los mismos internos. 
 
El incumplimiento a esta 
prohibición y cualquier insinuación 
en favor o en contra de candidatos 
o partidos por parte de los 
funcionarios del Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario, 
constituye causal de mala 
conducta.  

político al interior de los 
establecimientos de 
reclusión, en relación con el 
ejercicio del derecho al voto, 
ya no solo de las personas 
procesadas, sino también 
condenadas.  

Artículo 3.- Vigencia: La presente 
ley entrará en vigencia a partir del 
próximo proceso electoral. 

Artículo 3.5º.- Vigencia. La 
presente ley rige a partir de su 
promulgación. del próximo 
proceso electoral. 

De conformidad con lo 
previsto en el artículo 187 de 
la Constitución Política, las 
leyes son vinculantes a 
partir de su promulgación, 
salvo que su vigencia se 
difiera a un momento 
posterior, razón por la cual 
más allá de hacer claridad 
en la aplicación de esta 
norma a partir del siguiente 
proceso electoral, se debe 
es  establecer su vigencia 
con base en el término 
constitucional preciso. 
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PROPOSICIÓN 
 

Por las anteriores consideraciones, solicito a los miembros de la Comisión Primera del 
Senado de la República dar primer debate al Proyecto de Ley No. 67 de 2020 Senado “por 
medio de la cual se restablece el derecho al sufragio para las personas privadas de la 
libertad”, en el pliego de modificaciones propuesto. 
 
Cordialmente, 
 
 

 
 
 
 

ROY BARRERAS       
Ponente  
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TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE 
PROYECTO DE LEY NO. 67 DE 2020 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE 

RESTABLECE EL DERECHO AL SUFRAGIO PARA LAS PERSONAS 
PRIVADAS DE LA LIBERTAD”. 

 
 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 
 DECRETA 

 
Artículo 1. Objeto.- Restablecer el derecho al sufragio de las personas privadas de 
la libertad que han sido condenadas imponiéndoseles la pena de inhabilitación para 
el ejercicio de derechos y funciones públicas ya sea como pena principal o 
accesoria. 
 
Artículo 2. Derecho al sufragio de las personas condenadas a pena privativa 
de la libertad.- Las personas privadas de la libertad en calidad de condenados, 
tendrán derecho a sufragar en todos los procesos electorales que se adelanten 
durante el tiempo que dure su condena y aun cuando la hayan cumplido. 
  
En el caso de los delitos contra los mecanismos de participación democrática y 
contra la administración pública se mantendrá la inhabilidad del derecho a elegir 
durante el tiempo que dure la condena. 
 
Artículo 3. Modifíquese el artículo 44 de la ley 599 de 2000 el cual quedará así: 
  
ARTICULO 44. La inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas. 
La pena de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas priva al 
penado de la facultad de ser elegido, del ejercicio de cualquier otro derecho político, 
función pública, dignidades y honores que confieren las entidades oficiales. 
 
En el caso de los delitos contra los mecanismos de participación democrática y 
contra la administración pública, la inhabilitación para el ejercicio de derechos y 
funciones públicas priva también al penado del derecho a elegir por el término de 
duración de la pena principal. 
 
Artículo 4º. Modifíquese el artículo 57 de la Ley 65 de 1993, así: 
 
Artículo 57. Voto de los privados de la libertad. Los privados de la libertad, 
procesados o condenados, si reúnen los requisitos de ley podrán ejercer el derecho 
al sufragio en sus respectivos centros de reclusión. La Registraduría Nacional del 
Estado Civil facilitará los medios para el ejercicio de este derecho. 
 
 Se prohíbe el proselitismo político al interior de las penitenciarías y cárceles, tanto 
de extraños como de los mismos internos. 
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El incumplimiento a esta prohibición y cualquier insinuación en favor o en contra de 
candidatos o partidos por parte de los funcionarios del Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario, constituye causal de mala conducta. 
 
Artículo 5º.- Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación 
 
Cordialmente, 
 

 
 

 
 

ROY BARRERAS       
Ponente  
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la reforestación, preservación y recuperación en los 
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INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE EN SENADO DEL PROYECTO DE LEY 
NO. 088 DE 2020 SENADO  

 
“Por medio de la cual se implementan los corredores de biodiversidad en los linderos 
rurales, se promueve la reforestación, preservación y recuperación en los bienes y 
servicios ecosistémicos asociados y se dictan otras disposiciones” 
 
 
 
1. SÍNTESIS DEL PROYECTO. 
 
El presente proyecto de ley busca, por un lado, reducir las hectáreas deforestadas que 
según lo estimado por el Fondo Mundial para la Naturaleza (WWF), para los próximos veinte 
años, se ubicará en 170 millones para países como Colombia; y por otro, contribuir a la 
reforestación y propender a un medio ambiente más sano, limpio y sostenible, involucrando 
a los particulares, el Estado y las entidades encargadas de regular, controlar y promover la 
conservación y cuidado de los recursos naturales. 
 
 
2. TRÁMITE DEL PROYECTO. 
 
Origen: Congresional. 
 
Autor de la iniciativa: Honorable Senador Álvaro Uribe Vélez y bancada del Centro 
Democrático. 
 
Fecha de radicación: Senado 20/07/2020 Gaceta 601 de 2020. 
 
Ponentes: H.S. Carlos Felipe Mejía Mejía (Coordinador), H.S. Miguel Ángel Barreto Castillo. 
 
 
 
3. ANTECEDENTES DEL PROYECTO DE LEY. 
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El presente proyecto de ley fue radicado ante la Secretaría General del Senado por el 
Senador Álvaro Uribe Vélez y la bancada del Centro Democrático. Se asignó ponencia para 
primer debate al H.S. Carlos Felipe Mejía (Coordinador) y el H.S. Miguel Ángel Barreto 
Castillo el 02 de septiembre de 2020, se discutió en la Comisión Quinta del Senado de la 
República siendo este aprobado en primer debate por unanimidad el 09 de diciembre de 
2020.  
 
4. COMPETENCIA Y ASIGNACIÓN. 

Conforme a lo expresado en el artículo 150 de la Ley 5ª de 1992, el 11 de diciembre del 
2020 fuimos designados como ponentes en SEGUNDO DEBATE en Senado del Proyecto de 
Ley Nº 088 de 2020 “Por medio de la cual se implementan los corredores de biodiversidad 
en los linderos rurales, se promueve la reforestación, preservación y recuperación en los 
bienes y servicios ecosistémicos asociados y se dictan otras disposiciones”. 
 
5. OBJETIVO DE LA INICIATIVA LEGISLATIVA. 
 
Implementar en todo el territorio nacional, el programa “Corredores de Biodiversidad en 
Linderos Rurales” para los predios públicos y privados de más de 100 hectáreas, 
correspondiente a un plan estratégico que propende por el desarrollo sostenible, la 
protección del agua dulce, los bienes y servicios ecosistémicos asociados, y además, 
contribuye con procesos de reforestación y la obtención de buena calidad del aire. 
 
6. CONSIDERACIONES DEL PROYECTO DE LEY. 
 
En la Comisión Quinta del Senado de la República nos hemos propuesto legislar de manera 
propositiva con el fin de promover la restauración, la preservación y la recuperación de los 
ecosistemas, mediante la siembra de árboles nativos, la conservación de las cuencas 
hídricas y la obtención de una mejor calidad del aire que respiramos los colombianos. 
 
En este orden de ideas, el Partido Centro Democrático, ha presentado este proyecto de ley, 
en la exposición de motivos se expresa claramente el objetivo y los lineamientos de lo que 
sería esta ley, que implementará los corredores de biodiversidad en los linderos, para los 
predios públicos y rurales de más de 100 hectáreas.  
 
Dice así la exposición de motivos: 
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“El artículo 79 de la Constitución Política de Colombia, señala que “… Todas las 
personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano. La ley garantizará la 
participación de la comunidad en las decisiones que puedan afectarlo. Es deber del 
Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de 
especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de estos 
fines...” 

En el mismo sentido el artículo 80 de la Carta Política, endilga al Estado el deber de 
la planificación, con miras al aprovechamiento de los recursos naturales y así 
garantizar la conservación y restauración de éstos, por medio de la ejecución de 
estrategias que contribuyan a la prevención de los factores que causen el deterioro 
ambiental y de esta manera fomentar el desarrollo sostenible. 

Por su parte el artículo 95 ibídem en su numeral 8º, establece que el ciudadano 
colombiano tiene la obligación de cumplir los deberes constitucionales como persona 
y ciudadano a saber: 

“8. Proteger los recursos culturales y naturales del país y velar por la conservación 
de un ambiente sano;…” 

El     Plan    Nacional    de    Desarrollo    2019-2022,    denominado    “Pacto por 
Colombia, pacto    por la    equidad”,    establece    20    metas    para transformar el 
país, dentro de las cuales  se destaca como soporte para el presente proyecto de ley, 
la Meta Número 12: Reducir la deforestación en un 30% con respecto al escenario 
actual. 

En el mismo Plan, se establece que es de interés nacional la biodiversidad, el medio 
ambiente, los recursos naturales y la protección del agua, por lo tanto, se debe 
procurar su protección como activos estratégicos de la Nación. 

Así mismo, en el Pacto por la Sostenibilidad, también se definen acciones para 
convertir la riqueza y el capital natural en activos estratégicos de la Nación, al tiempo 
que hacen de su conservación uno de los objetivos centrales del desarrollo. Para esto, 
es necesario contrarrestar las dinámicas actuales de deforestación, el comercio 
ilegal de flora y fauna y la degradación de ecosistemas, así como también, articular 
acciones del Estado para gestionar integralmente las áreas ambientales estratégicas 
del país. 
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Con fundamento en lo anterior, el presente proyecto de ley busca, por un lado,  
reducir  las  hectáreas  deforestadas  que  SEGÚN  lo  estimado  por  el Fondo Mundial 
para la Naturaleza (WWF), para los próximos veinte años, se ubicará en 170 millones 
para países como Colombia; y por otro, contribuir a  la  reforestación  y  propender  
a  un  medio  ambiente  más  sano,  limpio  y sostenible,   involucrando   a   los   
particulares,   el   Estado   y   las   entidades encargadas  de  regular,  controlar  y  
promover  la  conservación  y  cuidado de los recursos naturales. 

La Corte Constitucional en Sentencia C-126 de 1998 estableció: 

“(…) muchos artículos del Estatuto Civil establecen cómo se adquieren y transfieren 
los bienes materiales, que son en muchos casos recursos naturales, pero no por ello 
esas disposiciones civiles se transforman en normas ambientales, ya que no sólo 
están basadas en el principio de autonomía de la voluntad, sino que, además, están 
interesadas fundamentalmente en regular la circulación social de estos bienes, (…) 

En cambio, lo propio de una norma ambiental es que considera a la naturaleza no 
sólo como un objeto de apropiación privada o social sino como un bien jurídicamente 
tutelable, con lo cual la relación normativa entre la naturaleza y la sociedad se 
transforma” 

En ese sentido, el derecho de propiedad privada tiene una función ecológica y social 
que implica el cumplimiento de tales obligaciones, las cuales se encuentran en 
cabeza, tanto del Estado, como de los particulares propietarios de tierras en el sector 
rural, a quienes se les atribuye por mandato Constitucional, proteger la naturaleza, 
conservarla y ejecutar acciones pertinentes que contribuyan a la reforestación, 
objetivo primordial de esta ley, formulado de la siguiente manera: 

Implementar en todo el territorio nacional, el programa “Corredores de 
Biodiversidad en Linderos Rurales” para los predios públicos y privados de más de 
100 hectáreas, correspondiente a un plan estratégico que propende por el desarrollo 
sostenible, la protección del agua dulce, los bienes y servicios ecosistémicos 
asociados, y además, contribuye con procesos de reforestación y la obtención de 
buena calidad del aire. 

 

Es necesario resaltar y tener en cuenta, 4 de los 5 principales riesgos globales que 
enfrenta la humanidad y que están relacionados con factores medioambientales, 
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identificados por el Foro Económico Mundial en el año 2019 (World Economic 
Forum): 

1. Crisis del agua. 

2. Cambio y variabilidad climáticos. 

3. Desastres de origen natural. 

4. Eventos hidro-climatológicos extremos (inundaciones, incendios 
forestales, crecientes y sequías. 

De acuerdo con lo expuesto anteriormente, si se implementan los linderos naturales   
en   los   predios   públicos   y   privados   rurales   de   más   de   100 hectáreas,   de 
manera que éstos  queden delimitados con  la siembra de árboles     nativos     propios     
de     la     región     y     especies     naturales, consecuentemente   se   contribuirá   a   
la   reforestación   del   bosque   y   el ecosistema,  bajo  la  dirección  del  Ministerio  
de  Ambiente  y  Desarrollo Sostenible  (MADS),  con  el  acompañamiento  de  todas  
las  autoridades ambientales  del  país, la   colaboración  de la  Policía  Nacional, las  
Fuerzas Militares   (Ejército,   Fuerza   Aérea   y   Armada   Nacional),   en   asocio   con 
organizaciones sociales, la empresa privada, las instituciones educativas y todos   los   
particulares   y   sectores   que   de   manera   voluntaria   deseen participar  en  esta  
transformación  y  recuperación  del  campo,  del  sector rural colombiano. 

Sembrar en linderos para unir ecosistemas y vecinos. 

Con este mecanismo, se desarrolla una red de conexiones naturales en el entramado 
predial de cada territorio, a partir de un esquema de gobernanza, en el que cada 
propietario rural, cuida, mejora o restaura una franja paralela a los linderos de su 
predio, a partir de procesos de siembra o enriquecimiento de especies propias de la 
zona de vida en la que se encuentre ubicado, desde el reconocimiento de la función 
social y ecológica de su propiedad y la comprensión de los beneficios que traen la 
conservación, aprovechamiento o recuperación del potencial ecosistémico de su 
predio y el de sus vecinos. Este mecanismo que trasciende del concepto de cercos 
vivos al de corredores de biodiversidad, soportado en criterios de equidad social, 
ayuda a revertir procesos históricos de degradación ambiental en el corto, mediano 
y largo plazo. 

En consecuencia, lo que se busca es, por un lado, generar una cultura del 
autocuidado ambiental, a partir del reconocimiento de los principales factores de 
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riesgo, asociados al cambio climático como son, el calentamiento global y la pérdida 
de regulación hidrológica, y por otro, la fragmentación y pérdida de ecosistemas y 
evidenciar las ventajas sobre la productividad de los sistemas socio-ecológicos. 

Este proyecto de Ley corresponde al compromiso del Centro Democrático con  la  
arborización  en  el  territorio  colombiano,  coadyuvando  de  esta manera  al  
propósito  loable  del  presidente  de  la  República,  IVÁN  DUQUE MÁRQUEZ, de 
sembrar en los próximo años, 180 millones de árboles, para ratificar  las  buenas  
condiciones  que  tiene  el  país  en  lograr  la  meta,  y fortalecer la lucha contra el 
calentamiento global para capturar el CO2, y obtener  el  regreso  de  la  fauna,  flora  
y  vida  silvestre  en  el  territorio  rural colombiano a través de la arborización de 
nuestro país, por una Colombia más arborizada.” 

El articulado de este proyecto de ley, establece que el objeto de la ley lo deben cumplir los 
propietarios de predios de más de 100 hectáreas, en su aplicación concurrirán las 
Corporaciones Autónomas Regionales, las entidades territoriales y las demás autoridades 
ambientales, luego de la respectiva reglamentación por parte del Ministerio de Medio 
Ambiente, entidad que consolidará la información de la reforestación que se adelante 
cumpliendo lo establecido en esta ley.  

Esta iniciativa legislativa corresponde al compromiso con la arborización en el territorio 
colombiano, coadyuvando de esta manera al propósito del presidente Iván Duque, de 
sembrar en los próximo años, 180 millones de árboles, para ratificar las buenas condiciones 
que tiene el país en lograr la meta, y fortalecer la lucha contra el calentamiento global para 
capturar el CO2, y obtener el regreso de la fauna, flora y vida silvestre en el territorio rural 
colombiano a través de la arborización de nuestro país, por una Colombia más arborizada. 

Cabe resaltar que mediante la arborización se garantiza la conservación de la fauna y flora 
silvestre dentro de un predio rural o finca. Adicionalmente, al arborizar se ayuda a conservar 
las fuentes de agua y la estabilidad de los terrenos. También es importante tener en cuenta 
que una finca o predio rural arborizados vale económicamente más que aquel desprovisto 
de árboles.  

Se debe arborizar con árboles nativos, también puede sembrarse como cerca viva para los 
linderos de la finca, en asocio con otras especies forrajeras (de las que come el ganado), 
tales como chachafruto (Erythrina edulis), algarrobo (Prosopis juliflora) y matarratón 
(Gliricidia sepium), entre otras. Asimismo, se puede sembrar como sombrío de cultivos 
comerciales de café o cacao y para conservación de suelos, pues sus hojas aportan materia 
orgánica a la capa vegetal.  
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El ejercicio de agroforestería o agrosilvicultura es un crecimiento deliberado de árboles 
perennes simultáneamente con cultivos agrícolas, pastos o animales, en la misma unidad 
de tierra, de una forma espacial o secuencial, en la cual debe haber una interacción 
significativa (positiva o negativa) entre los componentes arbolados y no maderables del 
sistema, pero siempre con un interés ecológico o económico. Son una serie de sistemas y 
tecnologías del uso del suelo en la que se combinan árboles con cultivos agrícolas o pastos 
en función del tiempo y espacio, para incrementar y optimizar la producción de forma 
sostenida 

Los sistemas silvopastoriles y los silvoagrícolas tienen las mismas características 
estructurales: los árboles cubren el piso inferior constituido por pastos; el piso inferior y, 
algunas veces, también el superior está dedicados a la producción animal. La producción de 
forraje bajo la cubierta arbolada puede dedicarse a los sistemas de corte y carga. En estos 
sistemas pueden incluirse diferentes tipos de animales silvestres. Estos sistemas son 
practicados a diferentes niveles, desde las grandes plantaciones arbóreas comerciales con 
inclusión de ganado, hasta el pastoreo de animales como complemento a la agricultura de 
subsistencia. 

Las plantaciones con árboles en los linderos se usan para delimitar parcelas o fincas y para 
separar áreas con diferentes cultivos; también son usados para incorporar árboles a los 
paisajes agrícolas. Los árboles pueden ser explotados con fines comerciales. 

Por último, las cercas vivas son una plantación de árboles que sirven de postes para 
delimitar una propiedad, un lote, etc. El objetivo básico es la delimitación y protección de 
los terrenos; de los árboles también puede obtenerse beneficios como producción de leña, 
forraje, postes y madera. 

El Honorable Senador Didier Lobo propone agregar un artículo nuevo respecto al 
financiamiento de los programas y proyectos para el desarrollo de lo contenido en la 
presente ley. Se resalta que en el artículo 5 se especifica las entidades y autoridades que 
financiaran el objetivo de la presente iniciativa legislativa.  
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7. PROPOSICIÓN. 
 
Por las anteriores consideraciones, solicitamos a la Plenaria del Senado de la República dar 
trámite y aprobar en segundo debate de Senado, el Proyecto de Ley Nº 088 de 2020 Senado 
“Por medio de la cual se implementan los corredores de biodiversidad en los linderos 
rurales, se promueve la reforestación, preservación y recuperación en los bienes y servicios 
ecosistémicos asociados y se dictan otras disposiciones”, según el texto propuesto en el 
proyecto de ley, sin modificaciones. 
 
 
Atentamente, 
 
 
 
 
 
 
CARLOS FELIPE MEJÍA MEJÍA                              MIGUEL ÁNGEL BARRETO CASTILLO 
Senador de la República     Senador de la República 
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TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE LEY Nº 088 DE 2020 
SENADO 

 

“Por medio de la cual se implementan los corredores de biodiversidad en los linderos 
rurales, se promueve la reforestación, preservación y recuperación en los bienes y 

servicios ecosistémicos asociados y se dictan otras disposiciones”. 
 

*** 
 

El Congreso de la República de Colombia 

DECRETA: 

Artículo 1. Objeto. Implementar en todo el territorio nacional, el programa “Corredores de 
Biodiversidad en Linderos Rurales” para los predios públicos y privados de más de 100 
hectáreas, correspondiente a un plan estratégico que propende por el desarrollo sostenible, 
la protección del agua dulce, los bienes y servicios ecosistémicos asociados, y además, 
contribuye con procesos de reforestación y la obtención de buena calidad del aire.  

Artículo 2. Ámbito de Aplicación. La presente ley aplica para todas las entidades del orden 
territorial, Corporaciones Autónomas Regionales, Autoridades Ambientales Urbanas, 
particulares, predios públicos y propiedad privada.  

Artículo 3. Corredores de Biodiversidad en Linderos Rurales. Los propietarios de los 
predios privados rurales y los predios públicos de más de 100 hectáreas, en un plazo no 
superior a 2 años a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, deberán establecer 
los linderos que delimitan su propiedad con la siembra de árboles nativos propios de la 
región y especies naturales que contribuyan a la reforestación del bosque y el ecosistema. 
Para ello, contarán con la capacitación, asesoría técnica y ambiental de las entidades 
territoriales, Corporaciones Autónomas Regionales y demás autoridades ambientales.  

Artículo 4. Reglamentación. El Gobierno Nacional, reglamentará la aplicación de la 
estrategia en todo el territorio nacional, según las particularidades y condiciones específicas 
de cada región y de manera gradual, para lograr la transformación de los linderos artificiales 
a Corredores de Biodiversidad en Linderos Rurales, bajo la dirección del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible (MADS), con el acompañamiento de todas las autoridades 
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ambientales del país, la colaboración de la Policía Nacional, las Fuerzas Militares (Ejército, 
Fuerza Aérea y Armada Nacional), en asocio con organizaciones sociales, la empresa 
privada, las instituciones educativas y otros actores.  

Artículo 5. Registro de Información. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
(MADS), será el responsable de consolidar la información de las siembras ejecutadas.  

Las Autoridades Ambientales y de los entes territoriales, deberán destinar un rubro y cuenta 
especial para apoyar técnicamente el desarrollo y cumplimiento de esta Ley, dentro de su 
presupuesto anual de inversiones. Igualmente, podrán recibir recursos de organismos 
internacionales y entidades de derecho privado para tal fin.  

Parágrafo. Las entidades del orden territorial, las Corporaciones Autónomas Regionales y 
de Desarrollo Sostenible y las Autoridades Ambientales Urbanas, administrarán y 
dispondrán dicha información en línea a través de sus páginas Web, hasta el momento en 
el cual el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible (MADS), disponga de un 
subsistema para reportar y administrar la información de los registros de reforestación y 
mantenimiento.  

Artículo 6. Colaboración Ciudadana. Las directivas de las entidades del orden territorial, de 
las Corporaciones Autónomas Regionales y las Autoridades Ambientales Urbanas, 
desarrollarán campañas periódicas y establecerán programas que motiven al sector 
privado, a las instituciones académicas, a los ciudadanos y a las organizaciones de la 
sociedad civil, a vincularse de manera voluntaria y „ad honorem‟, a las actividades de 
implementación de los Corredores de Biodiversidad en los Linderos Naturales.  

Artículo 7º. Vigencias y derogatorias. La presente ley rige a partir de la fecha de su 
promulgación y deroga todas aquellas que le sean contrarias. 

 

De los Honorables Congresistas, 

 

 
 
 
CARLOS FELIPE MEJÍA MEJÍA    MIGUEL ÁNGEL BARRETO CASTILLO 
Senador de la República     Senador de la República 

 
 
 
 

COMISION QUINTA CONSTITUCIONAL PERMANENTE 
SECRETARIA GENERAL 

 
 

Bogotá D.C., treinta (30) de marzo de dos mil veintiuno (2021) 

 

En la fecha, siendo las ocho y cinco (08:05 a.m.) se recibió el informe de ponencia 
para segundo debate al PPrrooyyeeccttoo  ddee  LLeeyy  NNoo..  008888  ddee  22002200  SSeennaaddoo  “Por medio de 
la cual se implementan los corredores de biodiversidad en los linderos rurales, se 
promueve la reforestación, preservación y recuperación en los bienes y servicios 
ecosistémicos asociados y se dictan otras disposiciones”, firmado por los 
honorables senadores Carlos Felipe Mejía Mejía (ponente coordinador) y Miguel 
Ángel Barreto Castillo. 
 
Se solicita su respectiva publicación en la Gaceta del Congreso a la Oficina de Leyes 
de Senado. 
 

 
  

DDEELLCCYY  HHOOYYOOSS  AABBAADD  
Secretaria General 

 

 

           

TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE EN LA COMISIÓN 
QUINTA CONSTITUCIONAL PERMANENTE DEL SENADO DE LA 

REPÚBLICA AL PROYECTO DE LEY NO. 088 DE 2020 SENADO 
 
 

“Por medio de la cual se implementan los corredores de 
biodiversidad en los linderos rurales, se promueve la 

reforestación, preservación y recuperación en los bienes y 
servicios ecosistémicos asociados y se dictan otras disposiciones” 

 
 

El Congreso de la República de Colombia 
 

DECRETA: 
 

Artículo 1. Objeto. Implementar en todo el territorio nacional, el programa 
“Corredores de Biodiversidad en Linderos Rurales” para los predios públicos 
y privados de más de 100 hectáreas, correspondiente a un plan estratégico que 
propende por el desarrollo sostenible, la protección del agua dulce, los bienes 
y servicios ecosistémicos asociados, y además, contribuye con procesos de 
reforestación y la obtención de buena calidad del aire. 
 
Artículo 2. Ámbito de Aplicación. La presente ley aplica para todas las 
entidades del orden territorial, Corporaciones Autónomas Regionales, 
Autoridades Ambientales Urbanas, particulares, predios públicos y propiedad 
privada. 
 
Artículo 3. Corredores de Biodiversidad en Linderos Rurales. Los 
propietarios de los predios privados rurales y los predios públicos de más de 
100 hectáreas, en un plazo no superior a 2 años a partir de la entrada en 
vigencia de la presente ley, deberán establecer los linderos que delimitan su 
propiedad con la siembra de árboles nativos propios de la región y especies 
naturales que contribuyan a la reforestación del bosque y el ecosistema. Para 
ello, contarán con la capacitación, asesoría técnica y ambiental de las 
entidades territoriales, Corporaciones Autónomas Regionales y demás 
autoridades ambientales. 
 
Artículo 4. Reglamentación. El Gobierno Nacional, reglamentará la 
aplicación de la estrategia en todo el territorio nacional, según las 
particularidades y condiciones específicas de cada región y de manera gradual, 
para lograr la transformación de los linderos artificiales a Corredores de 
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Biodiversidad en Linderos Rurales, bajo la dirección del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible (MADS), con el acompañamiento de todas 
las autoridades ambientales del país, la colaboración de la Policía Nacional, 
las Fuerzas Militares (Ejército, Fuerza Aérea y Armada Nacional), en asocio 
con organizaciones sociales, la empresa privada, las instituciones educativas y 
otros actores. 
 
Artículo 5. Registro de Información. El Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible (MADS), será el responsable de consolidar la 
información de las siembras ejecutadas.  
 
Las Autoridades Ambientales y de los entes territoriales, deberán destinar un 
rubro y cuenta especial para apoyar técnicamente el desarrollo y 
cumplimiento de esta Ley, dentro de su presupuesto anual de inversiones. 
Igualmente, podrán recibir recursos de organismos internacionales y 
entidades de derecho privado para tal fin.  
 
Parágrafo. Las entidades del orden territorial, las Corporaciones Autónomas 
Regionales y de Desarrollo Sostenible y las Autoridades Ambientales Urbanas, 
administrarán y dispondrán dicha información en línea a través de sus 
páginas Web, hasta el momento en el cual el Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible (MADS), disponga de un subsistema para reportar y 
administrar la información de los registros de reforestación y mantenimiento. 
 
Artículo 6. Colaboración Ciudadana. Las directivas de las entidades del 
orden territorial, de las Corporaciones Autónomas Regionales y las 
Autoridades Ambientales Urbanas, desarrollarán campañas periódicas y 
establecerán programas que motiven al sector privado, a las instituciones 
académicas, a los ciudadanos y a las organizaciones de la sociedad civil, a 
vincularse de manera voluntaria y „ad honorem‟, a las actividades de 
implementación de los Corredores de Biodiversidad en los Linderos 
Naturales.  
 
Artículo 7º. Vigencias y derogatorias. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su promulgación y deroga todas aquellas que le sean contrarias.    
 
En los anteriores términos fue aprobado en primer debate el Proyecto de ley 
No. 088 de 2020 Senado “Por medio de la cual se implementan los 
corredores de biodiversidad en los linderos rurales, se promueve 
la reforestación, preservación y recuperación en los bienes y 

 

           

servicios ecosistémicos asociados y se dictan otras disposiciones” 
en sesión virtual de la Comisión Quinta Constitucional Permanente del 
Senado de la República del día nueve (09) de diciembre de dos mil veinte 
(2020).  
 
 

 
 

CARLOS FELIPE MEJÍA MEJÍA 
Ponente Coordinador 

 

MIGUEL Á. BARRETO CASTILLO 
Ponente 

 
 
 

GUILLERMO GARCÍA REALPE 
Presidente

 
 
 

DELCY HOYOS ABAD 
Secretaria General 

 
 
 
 

COMISION QUINTA CONSTITUCIONAL PERMANENTE 
SECRETARIA GENERAL 

 
 

Bogotá D.C., cinco (05) de abril de dos mil veintiuno (2021) 

 

Se autoriza el presente informe de ponencia para SSEEGGUUNNDDOO  DDEEBBAATTEE del PPrrooyyeeccttoo  
ddee  LLeeyy  NNoo..  008888  ddee  22002200  SSeennaaddoo  “Por medio de la cual se implementan los 
corredores de biodiversidad en los linderos rurales, se promueve la reforestación, 
preservación y recuperación en los bienes y servicios ecosistémicos asociados y se 
dictan otras disposiciones”  

 

  
  

GGUUIILLLLEERRMMOO  GGAARRCCÍÍAA  RREEAALLPPEE  
PRESIDENTE

 
 

DDEELLCCYY  HHOOYYOOSS  AABBAADD  
SECRETARIA 

Gaceta número 222 - lunes, 5 de abril de 2021
SENADO DE LA REPÚBLICA

PONENCIAS
Informe de ponencia para primer debate del acto 

legislativo número 30 de 2021 Senado, por el 
cual se modifica el artículo 249 de la Constitución 
Política de Colombia, se establece que el periodo 
del Fiscal General de la Nación será institucional, 
su elección se realizará a través de terna elaborada 
a partir de convocatoria pública y se dictan otras 
disposiciones..............................................................	 1

Informe de ponencia para primer debate y texto 
propuesto proyecto de ley número 67 de 2020 Senado, 
por medio de la cual se restablece el derecho al 
sufragio para las personas privadas de la libertad......	 5

Informe de ponencia para segundo debate, texto 
propuesto y texto aprobado del proyecto de ley 
número 088 de 2020 Senado, por medio de la cual 
se implementan los corredores de biodiversidad en 
los linderos rurales, se promueve la reforestación, 
preservación y recuperación en los bienes y 
servicios ecosistémicos asociados y se dictan otras 
disposiciones..............................................................	 7

Págs.

C O N T E N I D O

IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA - 2021


